
Resumen ejecutivo
El informe La encrucijada amazónica: decisiones urgentes o consolidación del poder criminal en el 
Perú advierte que la Amazonía peruana atraviesa una crisis estructural marcada por la convergencia 
entre narcotráfico, minería ilegal, tráfico de tierras y debilitamiento institucional. Estas economías 
ilícitas ya no operan de manera aislada, sino como un sistema articulado que reconfigura territorios, 
economías y formas de gobernanza, especialmente en territorios indígenas amazónicos.

El estudio sostiene que el Perú enfrenta un punto crítico frente a la expansión de las economías 
ilícitas. La presión ejercida por operaciones de control en países vecinos, la reorganización de 
rutas internacionales del narcotráfico y el debilitamiento institucional están convirtiendo al país en 
una zona de repliegue y expansión para organizaciones criminales transnacionales vinculadas al 
PCC brasileño, el Comando Vermelho y disidencias de las FARC, entre otras redes regionales.

Los autores plantean que las decisiones que adopte el próximo gobierno desde julio de 2026 
serán determinantes para contener estas dinámicas o permitir su consolidación como sistemas 
de poder territorial que debilitan la soberanía y capturan instituciones locales. El país todavía 
está a tiempo de evitar una profundización de la crisis, pero ello requiere reconocer la verdadera 
dimensión del problema y abandonar respuestas parciales e insuficientes.

Dinámicas territoriales

La investigación identifica corredores críticos 
donde confluyen cultivos ilícitos, minería ilegal 
y rutas internacionales de tráfico: el eje Ucayali-
Huánuco hacia Brasil, la Cordillera del Cóndor 
hacia Ecuador, el trapecio amazónico de la 
Triple Frontera y Madre de Dios. Estos territorios 
presentan alta vulnerabilidad debido a la débil 
presencia estatal, la corrupción y la falta de 
protección efectiva para los pueblos indígenas. 

Convergencia oro y cocaína

Un hallazgo central es la creciente 
convergencia entre oro y cocaína. Según el 

informe, el capital del narcotráfico financia 
actividades mineras ilegales, mientras que 
el oro facilita el lavado de activos. Esta 
articulación fortalece redes criminales 
transnacionales y multiplica la presión 
sobre territorios indígenas y áreas de alta 
biodiversidad.

Mercado global de cocaína

Aunque el consumo en Estados Unidos 
muestra cierta estabilización, el mercado 
europeo continúa expandiéndose y Asia 
aparece como un nuevo espacio potencial de 
crecimiento. Esta demanda global sostiene la 
expansión territorial de las economías ilícitas 
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Fracaso de estrategias dominantes 
y marco político favorable

Los autores cuestionan las estrategias 
tradicionales de la llamada “guerra contra 
las drogas”, centradas exclusivamente en la 
erradicación e interdicción. El caso del CORAH 
es presentado como ejemplo de una política 
costosa e ineficaz, incapaz de reducir de 
manera sostenible la producción de cocaína. 
El informe sostiene que las políticas represivas 
han desplazado territorialmente el problema, 
incentivando nuevas áreas de cultivo y 
aumentando la vulnerabilidad social y ambiental. 
El retroceso normativo impulsado desde el 
Congreso y diversos sectores estatales debilita 
la capacidad del Estado peruano de enfrentar 
la problemática. 

Los impactos en los territorios 
indígenas y su rol en las estrategias 
de contención

Los territorios indígenas se han convertido en 
uno de los principales espacios de disputa 
de las economías ilícitas debido a la falta 
de titulación, la débil presencia estatal y 
la ausencia de mecanismos efectivos de 
protección. Frente a este escenario, el informe 
destaca el rol fundamental de los pueblos 
indígenas. Lejos de ser actores pasivos, las 
comunidades amazónicas han desarrollado 
mecanismos propios de vigilancia territorial, 
guardias indígenas, monitoreo ambiental 
y sistemas de control comunitario. Estas 
iniciativas son consideradas una de las 
principales barreras frente al avance del crimen 
organizado.

Datos claves:

•	 274 comunidades nativas amazónicas han sido impactadas por el narcotráfico  
•	 24 requieren atención urgente del Estado debido a los niveles de riesgo y 

presión criminal.
•	 12,274 hectáreas de cultivos de coca dentro de 252 comunidades nativas, 

equivalentes al 14% del total nacional cultivado.
•	 hasta 2025 se han registrado 35 líderes indígenas asesinados y más de 590 

amenazas en un contexto de alta impunidad. 

en la Amazonía. Además, el fortalecimiento 
de rutas marítimas del Pacífico y la creciente 
importancia logística de puertos como 
Guayaquil y Chancay generan nuevos riesgos 
para el Perú.



Principales propuestas y agenda urgente
La encrucijada que vive la Amazonía y el Perú exige decisiones firmes desde el inicio del nuevo 
gobierno: recuperar el control territorial, evitar repetir enfoques fallidos y construir respuestas 
integrales con participación activa de las comunidades, especialmente de los Pueblos Indígenas. 
Sin seguridad jurídica territorial, justicia efectiva, enfoque intercultural y gobernanza indígena en 
el centro de la intervención, el Perú no podrá recuperar el control de su Amazonía. Actuar en los 
primeros 100 días no es una opción política: es una necesidad estratégica.

1. Primeros 100 días: definir 
estrategia y acciones inmediatas

•	 Derogar o reformar las denominadas 
normas procrimen que facilitan o incluso 
promueven economías ilícitas.

•	 Aprobar una Estrategia Nacional 
Integral con metas, presupuesto y 
liderazgo desde PCM (OJO: en el caso 
de Drogas existe una Política Nacional 
de Control de Drogas al 2030, aprobada 
por D.S. 192-2020-PCM, que ha sido 
recientemente actualizada).

•	 Instalar un Comando Intersectorial / 
Grupo de Tareas Multisectorial con 
participación indígena vinculante (PCM, 
PJ, MP, Mincul, MIinam, Mininter, Mindef, 
Midagri, Minjusdh, UIF, Contraloría).

•	 Ejecutar acciones inmediatas de control 
que incluyan destrucción de campamentos, 
decomiso de insumos, destrucción de 
pistas, en zonas críticas (Condorcanqui, 
Huánuco-Ucayali, Loreto, Madre de Dios y 
regiones fronterizas).

•	 Atender con carácter de urgencia a las 25 
comunidades nativas más afectadas por el 
avance del narcotráfico en sus territorios 
con la finalidad de establecer un plan de 
actividades a corto y largo plazo. 

•	 Reinstalar la Comisión de Pueblos Andinos, 
Amazónicos, Afroperuanos, Ambiente y 
Ecología del Congreso de la República.

2. Titulación, ordenamiento 
territorial y seguridad territorial

•	 Implementar un plan urgente de 
titulación colectiva, priorizando más de 
700 comunidades pendientes en zonas 
críticas (Cordillera del Cóndor, Putumayo, 
Trapecio Amazónico, Ucayali-Huánuco, 
Puno-Madre de Dios).

•	 Garantizar la consulta previa, el enfoque 
intercultural y la participación efectiva en 

todas las políticas que afecten territorios 
indígenas.

•	 Impulsar un ordenamiento territorial 
vinculante de la Amazonía, priorizando 
derechos colectivos indígenas, reservas 
PIACI, áreas naturales protegidas y 
ordenamiento forestal.

•	 Establecer una moratoria en el 
otorgamiento de derechos mineros en 
la Amazonía y cesar el otorgamiento 
de concesiones mineras en territorios 
indígenas, áreas naturales protegidas y sus 
zonas de amortiguamiento.

•	 Establecer zonas de protección 
reforzada, incluyendo a los PIACI.

•	 Reconocer y fortalecer las guardias 
indígenas y otros sistemas propios de 
vigilancia y control territorial.

•	 Fortalecer el mecanismo de protección de 
defensores, con un enfoque preventivo, 
intercultural y colectivo, y presupuestos y 
capacidades de acción inmediata en los 
territorios.

•	 Incorporar en las políticas climáticas 
nacionales e internacionales los impactos 
derivados de las economías ilícitas, así 
como la exigencia para que se atiendan las 
vulneraciones de derechos en los territorios 
indígenas.

•	 Garantizar la participación indígena 
vinculante en decisiones territoriales. 

3. Control territorial y gobernanza 
indígena

•	 Desplegar presencia permanente del 
Estado en corredores críticos.

•	 Fortalecer con personal y equipamiento 
fluvial la labor de las Capitanías de Puerto

•	 Desmantelar infraestructura ilegal de forma 
sostenida.

•	 Fortalecer el control fluvial y aéreo con 
tecnología y monitoreo comunitario.

•	 Implementar cogestión territorial 



Estado-Pueblos Indígenas.
•	 Establecer protocolos de intervención con 

participación comunitaria.
•	 Implementar sistemas de alerta 

temprana con comunidades, basados 
en el reconocimiento y fortalecimiento de 
sistemas de monitoreo indígena.

4. Fortalecer capacidad del Estado 
de investigación, persecución y 
garantía de justicia

•	 Fortalecer el trabajo de la UIF, OEFA, 
Osinergmin, Osinfor y los equipos 
especializados del Ministerio Público.

•	 Implementar trazabilidad obligatoria del 
oro.

•	 Identificar, perseguir y desmantelar redes de 
lavado vinculadas a economías ilícitas.

•	 Fortalecer la Fiscalía Ambiental (FEMA) 
con presupuesto, presencia y capacidades 
reales.

•	 Crear equipos especializados en 
narcotráfico, minería ilegal y delitos 
conexos.

•	 Facilitar canales de denuncia accesibles 
para comunidades indígenas.

5. Desarrollo alternativo y 
economías sostenibles

•	 Redefinir el Programa de Desarrollo 
Alternativo Integral y Sostenible, 
incorporando:

	° Participación efectiva de 
organizaciones indígenas.

	° Enfoque intercultural y territorial.
	° Integración con estrategias de 

transición y justicia climática.
	° Diversificación productiva, incluyendo 

la protección del ambiente y la 
reforestación, basada en seguridad 
alimentaria y mercados internos.

	° Abandono de modelos basados en 
monocultivos tradicionales.

	° Fortalecimiento de  las economías 
propias de los pueblos indígenas.

•	 Financiar iniciativas productivas indígenas y 
comunales.

•	 Codiseñar programas con organizaciones y 
guardias indígenas, respetando planes de 
vida y autodeterminación.

•	 Subordinar las acciones de erradicación 
de cultivos ilícitos, a los lugares donde se 
ejecutan acciones de DAIS.

6. Cooperación regional con 
soberanía

•	 Fortalecer la OTCA como plataforma 
operativa amazónica.

•	 Reactivar la CAN en control de flujos ilícitos 
y cooperación judicial.

•	 Implementar sistemas de inteligencia 
fronteriza.

•	 Establecer acuerdos de control conjunto en 
fronteras y rutas.

•	 Garantizar participación indígena y respeto 
a derechos colectivos.

7. Agenda global vinculante

•	 Promover un Protocolo Internacional 
contra crímenes ambientales y 
economías ilícitas (marco UNTOC).

•	 Posicionar estos delitos como amenaza a 
la seguridad y al clima global.

•	 Exigir trazabilidad internacional del oro.
•	 Exigir la participación de los pueblos 

indígenas en la mesa de debates sobre la 
eliminación de la prohibición de la hoja de 
coca como estupefaciente de la Lista 1 en 
la Organización Mundial de la Salud.

•	 Asegurar la participación indígena en 
espacios globales de decisión.


